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MEMORIA JUSTIFICATIVA DEL ANTEPROYECTO DE LEY DEL RUIDO
INTRODUCCIÓN

El ruido en su vertiente ambiental, no circunscrita a ámbitos específicos, como el laboral, sino en tanto que inmisión sonora presente en el habitat humano o en la naturaleza, no ha sido tradicionalmente objeto de atención preferente en la normativa protectora del medio ambiente.  

En las legislaciones civiles, por su parte, el ruido se venía rigiendo históricamente por las normas que atañen a las relaciones de vecindad.  Así sucede, en nuestro entorno, no ya sólo en países de tradición jurídica napoleónica, como Italia o Francia, sino también en los anglosajones (p.ej. el Reino Unido).  Como resultado, las normas han tenido habitualmente un alcance local y una finalidad compensatoria (hacia las víctimas del ruido indeseado) o sancionadora (hacia el causante de la molestia sonora), pero no estrictamente preventiva ni orientada a la mejoría medioambiental.

En la legislación española, el mandato constitucional de proteger la salud y el medio ambiente engloban, en su alcance, la protección contra el ruido, que, como veremos más adelante, tiene también encaje en algunos derechos fundamentales reconocidos por la Constitución.  Sin embargo, el ruido carece hasta la fecha de una norma general, de ámbito estatal, reguladora de este fenómeno, y su tratamiento normativo se desdobla, a grandes rasgos, entre:  (i) las previsiones del Código Civil en cuanto relaciones de vecindad y causación de perjuicios, así como ciertas normas autonómicas en la misma materia (p.ej. Ley Catalana sobre Inmisiones); (ii) la normativa para la limitación del ruido en el ambiente de trabajo; (iii) la normativa técnica para la homologación de productos (vehículos, maquinaria, etc.), y (iv) las ordenanzas municipales que conciernen al bienestar ciudadano o al planeamiento urbanístico.

En algunos países se ha atribuido al carácter fragmentario de la normativa una cierta confusión respecto de la sede de competencias preventivas en torno al ruido.  Así lo expresaba la Agencia Federal del Medio Ambiente de la República Federal Alemana a finales de 1999:  "La razón de la confusión respecto de quién es responsable de la prevención del ruido es que no hay legislación uniforme sobre el ruido en Alemania."

La Unión Europea tomó conciencia, a partir del Libro Verde de la Comisión Europea sobre "Política Futura de Lucha Contra el Ruido", de la necesidad de aclarar y homogeneizar el entorno normativo del ruido, reconociendo que con anterioridad "la escasa prioridad dada al ruido se debe en parte al hecho de que el ruido es fundamentalmente un problema local, que adopta formas muy variadas en diferentes partes de la Comunidad en cuanto a la aceptación del problema".  Partiendo de este reconocimiento del problema, sin embargo, el Libro Verde llega a la conclusión de que, además de los esfuerzos (ya en curso) de los Estados miembros para homogeneizar e implantar controles adecuados sobre los productos generadores de ruido, la actuación coordinada de los Estados en otros ámbitos servirá también para acometer labores preventivas y reductoras del ruido en el ambiente.  Así:

"La naturaleza local de los problemas del ruido no significa que todas las medidas deban adoptarse a nivel local, puesto que, por ejemplo, las fuentes de ruido ambiental no son generalmente de origen local.  Sin embargo, la eficacia de la acción depende mucho de la aplicación de políticas locales y nacionales enérgicas, que deben aproximarse a las decisiones que se adopten a nivel comunitario."

En línea con este principio, los trabajos de la Unión Europea han conducido a la adopción de la Directiva 2002/.../CE del Parlamento Europeo y del Consejo de .... sobre evaluación y gestión del ruido ambiental (la "Directiva sobre Ruido Ambiental").  La trasposición de esta Directiva ofrece una oportunidad idónea para dotar de mayor estructura y orden al panorama normativo español sobre el ruido, elaborando un Anteproyecto de Ley, que se acompaña, que contiene los cimientos en que asentar el acervo normativo en materia de ruido de las Comunidades Autónomas y entes locales.

Para justificar el contenido del Anteproyecto de Ley, procederemos al análisis de las siguientes cuestiones:

(a) La trasposición en Derecho interno español de la Directiva sobre Ruido Ambiental.

· El ámbito objetivo de la Directiva.

· Las actuaciones previstas en la Directiva.

(b) Encaje del Anteproyecto de Ley en el ordenamiento jurídico español:

· Carácter de legislación básica a efectos de distribución de competencias.

· Posición relativa respecto de la normativa autonómica y local, tanto preexistente como posterior al Anteproyecto.

· Posición relativa respecto de las normas sectoriales y otras que tienen impacto en la prevención o corrección del ruido.

· El Ruido en la Jurisprudencia.

(c) Comentarios al Anteproyecto de Ley.

I. LA TRASPOSICIÓN EN DERECHO INTERNO ESPAÑOL DE LA DIRECTIVA  SOBRE  RUIDO  AMBIENTAL

1. EL ÁMBITO OBJETIVO DE LA DIRECTIVA

1.1
Generalidades

La Directiva sobre Ruido Ambiental marca una nueva orientación respecto de las actuaciones normativas previas de la Unión Europea en materia de ruido.  Con anterioridad, la reglamentación se había centrado sobre las "fuentes" del ruido, y así lo reconocía el Libro Verde de 1996:

"Durante más de veinte años, la política del ruido ambiental comunitaria ha consistido básicamente en la legislación que fijaba niveles sonoros máximos para vehículos, aeronaves y máquinas con el objetivo de un mercado únio, junto con procedimientos de certificación por terceros, para garantizar que los vehículos y equipos nuevos cumplen, en el momento de su fabricación, los límites de emisión sonora que establecen las directivas."

Las medidas tendentes a reducir el ruido "en origen" han venido dando sus frutos, pero los datos obtenidos muestran que, pese a la constante mejora del estado del arte en la fabricación de estas "fuentes de ruido", el resultado beneficioso de esas medidas sobre el ruido ambiental se ha visto minorado por la combinación de otros factores que aún no han sido atajados.  Así, tomando como ejemplo el tráfico rodado (según los estudios, la fuente de mayores molestias derivadas del ruido en Europa), a medida que disminuían los límites de emisiones sonoras en los vehículos de nueva fabricación fueron ganando en importancia los ruidos producidos por los neumáticos, que, en contacto con el firme de las calzadas, a velocidades superiores a 50 Km/hora aproximadamente provocan un ruido más intenso que el propio motor del vehículo.  Por consiguiente, se ha detectado la necesidad de complementar las actuaciones sobre las "fuentes del ruido", ya vigentes en los Estados miembros, con una actuación global que permita una mejoría apreciable del nivel de ruido en el ambiente.

1.2 El concepto de "ruido ambiental"

El impacto ambiental de las emisiones sonoras originadas por instalaciones industriales se evalúa con ocasión de los procedimientos de autorización de dichas instalaciones.  Así se desprende de la normativa derivada de la Directiva 96/61/CE del Consejo, de 24 de septiembre de 1996, sobre Prevención y Control Integrados de la Contaminación, incluida su trasposición en las distintas legislaciones internas, y con anterioridad venía haciéndose en base a la normativa sobre otorgamiento de autorizaciones de actividad, planificación territorial y evaluación del impacto medioambiental.

Sin embargo, otros muchos focos de emisiones sonoras inciden diariamente sobre el ambiente, además de la industria, con lo que se aprecia la necesidad de considerar el "ruido ambiental" como producto de múltiples emisiones que contribuyen a generar niveles de contaminación acústica poco recomendables desde el punto de vista sanitario, del bienestar y de la productividad.

Con esta vocación generalista, la Directiva sobre Ruido Ambiental define dicho "ruido ambiental" como "el sonido exterior no deseado o nocivo generado por las actividades humanas, incluido el ruido emitido por los medios de transporte, por el tráfico rodado, ferroviario y aéreo y por emplazamientos de actividades industriales como los descritos en el anexo I de la Directiva 96/61/CE del Consejo, de 24 de septiembre de 1996, relativa a la prevención y al control integrados de la contaminación".

Con base en esta definición, la interpretación abreviada que han adoptado las autoridades de algunos países para el "ruido ambiental" (entre ellos, el "Department for Environment, Food & Rural Affairs" del Reino Unido) se resume como ruido generado por el transporte y la industria.

Lo cierto es que la Directiva sobre Ruido Ambiental no es tan limitativa, puesto que la proposición principal de la definición es que se trate de ruido "generado por las actividades humanas", y el término "incluido" (antes de enumerar los medios de transporte y la industria) tiene una vocación ejemplificadora pero no limitativa.  De otro modo, no tendría sentido que el ámbito de la Directiva, según el apartado 2 de su artículo 2, excluya expresamente el ruido "producido por la propia persona expuesta, por las actividades domésticas, por los vecinos, en el lugar de trabajo ni en el interior de medios de transporte, así como [...]  los ruidos debidos a las actividades militares en zonas militares":  es obvio que las actividades domésticas o los ruidos generados por los vecinos habrían quedado directamente excluidos, ni necesidad de excepción expresa, si el "ruido ambiental" únicamente incluyera el causado por la industria o el transporte.

De este modo, la Directiva se refiere a las principales fuentes de ruido, pero su finalidad es, más genéricamente, medir y controlar el nivel total de ruido en el ambiente sea cual sea su origen. 

1.3 Los lugares donde se padece el ruido

La Directiva se aplica "al ruido ambiental al que estén expuestos los seres humanos".  Según el artículo 2.1 de la misma, esto se produce en particular "en xonas urbanizadas, en parques públicos u otros lugares tranquilos dentro de una aglomeración urbana, en zonas tranquilas en campo abierto, en las proximidades de centros escolares y en los alrededores de hospitales, y en otros edificios y lugares vulnerables al ruido"; pero no únicamente en ellos.

2. LAS ACTUACIONES PREVISTAS EN LA DIRECTIVA

2.1 Finalidad

Partiendo de la delimitación de su ámbito objetivo, la Directiva se fija las siguientes finalidades:

(a) Determinar la exposición al ruido ambiental, mediante la elaboración de mapas de ruidos según métodos de evaluación comunes a los Estados miembros.

(b) Poner a disposición de la población la información sobre el ruido ambiental y sus efectos.

(c) Adoptar planes de acción por los Estados miembros tomando como base los resultados de los mapas de ruidos, con vistas a prevenir y reducir el ruido ambiental siempre que sea necesario y, en particular, cuando los niveles de exposición puedan taner efectos nocivos en la salud humana, y a mantener la calidad del entorno acústico cuando ésta sea satisfactoria.

La Unión Europea se ha marcado como objetivo, en primer término, dotar de uniformidad y, por lo tanto, hacer comparables entre sí las magnitudes de ruido medidas en los distintos puntos de su territorio, como primer paso para lograr que el "ruido ambiental" en la Unión Europea se mantenga, de forma homogénea, en niveles admisibles.  El sistema elegido para ello es el de elaborar mapas de ruido (en terminología inglesa, "Sound Immission Contour Mapping"- SICM-, es decir, mapas del perímetro de inmisión sonora).  Según se exponía ya en el Libro Verde de 1996:

"La Comisión considera que la cartografía del ruido puede ser, en principio, un método efectivo y relativamente barato para la evaluación de los datos sobre el ruido, su presentación al público y su utilización como herramienta básica de planificación.  Estos mapas presentan los valores de exposición al ruido de una zona determinada, por ejemplo en intervalos de 5 dB(A), utilizando diferentes colores.  De esta forma es fácil reconocer las diferentes exposiciones al ruido e identificar las zonas donde es necesario actuar y las zonas donde, aunque son tranquilas, no deben sufrir un aumento de exposición."

Además de la medición, y subsiguiente intercambio de información, que permita la adopción informada de planes de acción por los Estados miembros, la Directiva se marca un segundo objetivo consistente en "sentar unas bases que permitan elaborar medidas comunitarias para reducir los ruidos emitidos por fuentes específicas, en particular, los medios de transporte y las máquinas de exterior".

2.2 Delimitación de competencias y evaluación del ruido

La Directiva sobre Ruido Ambiental impone a los Estados miembros la obligación de designar las autoridades y entidades competentes para elaborar los mapas del ruido y planes de acción, así como para recopilar la información que se genere, la cual a su vez deberá ser transmitida por los Estados miembros a la Comisión y puesta a disposición de la población.

En relación con la atribución de competencias, la estructura constitucional y administrativa de cada Estado tiene una influencia clara sobre la solución que se de a estas cuestiones.  Más adelante en esta Memoria se analizará esta cuestión a la luz del ordenamiento jurídico español.

Sin embargo, caben algunas consideraciones de índole práctica respecto del sistema elegido para obtener y sistematizar esta información, las cuales han sido plasmadas de manera bastante clara en el documento consultivo emitido por la DEFRA ("Department for Environment, Food & Rural Affairs" del Reino Unido) en Noviembre de 2001, bajo el título "Towards a National Ambient Noise Strategy - A Consultation Paper from the Air and Environmental Quality Division", que ha estado abierto a información pública y comentarios hasta el 15 de marzo de 2002.  De acuerdo con este documento, cabrían las siguientes opciones:

(a) Producción de los mapas de ruido por las autoridades locales:  Ventajas:  mayor facilidad de obtención de datos y mayor grado de vinculación local; desventajas posibles: incoherencias y discontinuidad en los datos, dificultades para el uso nacional interactivo de los mapas y dificultades para asegurar el cumplimiento de plazos.

(b) Producción de los mapas por algunos sectores del transporte y la industria, responsables de las fuentes de ruido:  Ventajas:  la organización que elabora los mapas debería disponer de datos ya recopilados, y se involucraría directamente en el resultado del proceso; desventajas posibles:  necesidad de esfuerzo adicional para combinar los mapas y asegurar su coherencia.

(c) Coordinación de los mapas por el Gobierno central:  Ventajas:  mejorar la coherencia y el cumplimiento de plazos, posiblitar la participación local mediante la aportación de datos y facilitar el manejo de mapas a escala nacional y su puesta a disposición del público; desventajas posibles:  dependencia de la cooperación de las partes que participen y mayor desvinculación de las autoridades locales respecto del proceso.

Las razones para la opción seleccionada en el Anteproyecto se comentan en la sección III de esta Memoria.

2.3 Establecimiento de determinados parámetros

Además de las disposiciones relativas a la implantación, en su territorio, de las medidas de evaluación del ruido y los ulteriores planes de acción, la Directiva sobre el Ruido Ambiental requiere a los Estados miembros una determinación normativa de determinados conceptos o parámetros.  Así sucede, por ejemplo, con los "valores límite" de exposición al ruido (que, de superarse, impondría la adopción de determinadas medidas), o el concepto de "zona tranquila en una aglomeración", que impone la limitación de su nivel de ruido (medido de conformidad con la Directiva).

En general, se persigue que estos parámetros sean homogéneos para las diversas regiones de la Unión Europea, y por consiguiente también es deseable que se apliquen uniformemente en el territorio de un Estado miembro, con independencia de que las autoridades regionales o locales del mismo puedan ejercitar determinadas competencias legislativas.  Desde este punto de vista, como más adelante se comentará, debe darse a estas decisiones, en España, el carácter de norma básica del Estado.

De hecho así sucede ya en otros países cuya estructura política se asemeja a la española.  Si bien la normativa actualmente vigente no ha traspuesto aún la Directiva sobre el Ruido, la Ley Federal de Control de Emisiones alemana (Bundes-Immissionsschutzgesetz, BimSchG, de 12 de Junio de 1990, posteriormente modificada) se ve desarrollada, en lo que atañe a la medición del ruido, por varias normas técnicas ("TA-Lärm" para las instalaciones que requieren licencia, y "VDI-Richtlinie 2059" para otras instalaciones) de ámbito federal, que se aplican en todos los "Länder" o estados federales, y marcan los niveles de inmisión sonora admisibles según el uso (hospitalario, balnearios, áreas residenciales, áreas de servicios, etc.), siendo estos límites de aplicación a nivel federal.

Un ejemplo más de las decisiones que, a este nivel de detalle, deben adoptar los Estados miembros de acuerdo con la Directiva es la determinación del período diurno, vespertino y nocturno, que se utilizan respectivamente en la determinación de los niveles sonoros Lday, Levening and Lnighe.  Esta decisión debe aplicarse a todas las fuentes de ruido, y los valores marcados por defecto son:  7:00-19:00, 19:00-23:00 y 23:00-7:00, hora local.  En la actualidad, los Estados miembros disponen de normas bastante homogéneas a este respecto (en Alemania, por ejemplo, los valores actuales previstos en su legislación son 6:00-20:00, 20:00-22:00 y 22:00-6:00; Francia coincide con Alemania en definir el período nocturno como comprendido entre 22:00 y 6:00; en Inglaterra, el período nocturno se define como comprendido entre 23:00 y 7:00).

2.4 Resultado de la transposición de la Directiva en España

Acoger en el Anteproyecto de Ley, de manera tan temprana, los principios de la Directiva sobre Ruido Ambiental, permitirá a nuestro país fijar con prontitud el entorno normativo de las actuaciones necesarias para el cumplimiento de las fases, tanto de evaluación como de información y de acción, previstas a nivel comunitario.  El momento es, pues, idóneo para crear una norma básica sobre el ruido en España que, integrando los principios europeos,  siente las bases de la actuación administrativa, al nivel oportuno de competencias, en el Estado español.

II.
ENCAJE DEL ANTEPROYECTO DE LEY EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ESPAÑOL 
1. CARÁCTER DE LEGISLACIÓN BÁSICA A EFECTOS DE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS
1.1   El ruido y la Constitución Española

(a)
Perspectiva sustantiva: Derechos constitucionales que dan cobijo a la protección de todos frente al ruido.

El ruido es una forma de contaminación atmosférica por formas de energía que produce efectos nocivos en la salud de las personas. Partiendo de esta realidad son numerosas las previsiones constitucionales que permiten amparar el derecho de los ciudadanos frente a las agresiones acústicas. 

Dentro de tales previsiones, es necesario distinguir (i) aquéllas a las que el texto constitucional  dispensa un nivel mínimo de protección por quedar integradas en los llamados Principios rectores de la política social y económica, recogidos en el Capítulo III del Título I de la Constitución, que exigen, para su funcionalidad, la intermediación de la Ley que las desarrolle, a fin de que los ciudadanos puedan llevar sus pretensiones ante los Tribuanales, (ii) de aquélas otras previsiones que merecen el más alto nivel de protección por quedar integradas en la categoría de los derechos fundamentales.

Así, entre los derechos de protección mínima se encuentran:

El derecho a la protección de la salud, reconocido en el artículo 43 que dispone que “se reconoce el derecho a la protección de la salud. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto (...).

El derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado, consagrado en el artículo 45 de la Constitución que reconoce el derecho de todos a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, añadiendo que los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 

Acaso sea ésta la apoyatura constitucional de más significado en aras al reconocimiento del derecho a la protección frente a las agresiones acústicas, siendo necesario recalcar que en este precepto la Constitución alude a la calidad de vida ya proclamada en su Preámbulo. 

Los derechos fundamentales en los que tiene encaje la protección constitucional frente al ruido, son los siguientes:

(a) El derecho a integridad física y moral reconocido en el artículo 15.

(b) El derecho a la intimidad personal y familiar, consagrado en el artículo 18.1.

(c) Y, finalmente, el derecho a la inviolabilidad del domicilio, contemplado en el artículo 18.2.

Este enlenco de derechos que permite dar amparo a la protección ciudadana frente al ruido es el contemplado en el artículo 3 del Anteproyecto de Ley de Protección contra la Contaminación Acústica como los derechos a cuya salvaguarda propende la Ley, al establecer su artículo 3 como fines de la misma, garantizar “el derecho a la intimidad personal y familiar, el derecho a la protección de la salud, así como el derecho a la calidad de vida y a un medio ambiente  adecuado”. 

La inviolabilidad del domicilio como derecho fundamental cuya vulneración puede perpetrarse mediante intromisiones sonoras, constituye una novedad introducida por la jurisprudencia constitucional, como inmediatamente se verá.

(b)
Jurisprudencia constitucional: su posición frente al ruido
Ha sido el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) el que, por primera vez, en la Sentencia de fecha 9 de diciembre de 1994 (Caso López Ostra contra España) declaró, que por razón de humos, olores, y ruidos se habían vulnerado los derechos establecidos en el artículo 8.1 del Convenio de Roma (proteccion de los derechos humanos y de las libertades fundamentales), a cuyo tenor “toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia”. 

El TEDH concluye que la degradación del medio ambiente a través del excesivo ruido supone la violación del citado derecho fundamental. Esta línea jurisprudencial se ha visto consolidada en 1998 en la Sentencia Guerra contra Italia, en la que el TEDH se ratifica en su postura y concluye la misma solución.

Nuestro Tribunal Constitucional se hace eco de esta doctrina en la Sentencia de fecha 24 de mayo de 2001 (Ar. 119), con motivo de un recurso de amparo, promovido por una vecina de Valencia. La demandante de amparo consideraba que el Ayuntamiento de Valencia había vulnerado sus derechos reconocidos en los artículos 15 y 18 de la Constitución (la integridad física y moral e inviolabilidad del domicilio, respectivamente), en razón de no desplegar la actividad necesaria para paliar los ruidos que, en el ambiente exterior y en su vivienda, provocaba la excesiva concentración de locales de ocio nocturno y que eran superiores a lo que establecía la Organización Mundial de la Salud, las ordenanzas municipales y demás normas de aplicación.

Esta Sentencia del Tribunal Constitucional, aunque desestimó las pretensiones de la demandante en base a la falta de mediciones realizadas en el interior de su vivienda y, por tanto, por falta de acreditación de la lesión real y efectiva de los derechos invocados, aclaró toda la problemática de la posible vulneración de los derechos fundamentales consagrados en los artículos 15 y 18.1 y.2 de la Constitución, en relación con el artículo 10 del mismo Texto Fundamental.

Por lo que se refiere al derecho a la inviolabilidad del domicilio, esta Sentencia del Tribunal Constitucional ha supuesto un cambio radical en la visión jurisprudencial que de la protección del domicilio, desde la perspectiva constitucional, se tenía hasta el momento, acogiendo el criterio manifestado por Martín-Retortillo Baquer, que proclamaba la construcción y desarrollo, en el ámbito del artículo 18.1 y .2 de la Constitución, de la  protección del domicilio frente a las intromisiones sonoras, sin limitarse exclusivamente a las intromisiones o entradas domiciliarias de carácter físico.

Merece trascribirse por su transcendencia el Fundamento de Derecho Sexto de la Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 24 de mayo de 2001 (Ar. 119), que escribe lo siguiente:

"6. Este Tribunal ha sido en todo momento consciente del valor que por virtud del art. 10.2 CE ha de reconocerse a la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su interpretación y tutela de los derechos fundamentales. En lo que ahora estrictamente interesa, dicha doctrina se recoge especialmente en las SSTEDH de 9 de diciembre de 1994, caso López Ostra contra Reino de España, y de 19 de febrero de 1998, caso Guerra y otros contra Italia. En dichas resoluciones se advierte que, en determinados casos de especial gravedad, ciertos daños ambientales aun cuando no pongan en peligro la salud de las personas, pueden atentar contra su derecho al respeto de su vida privada y familiar, privándola del disfrute de su domicilio, en los términos del art. 8.1 del Convenio de Roma.

Dicha doctrina, de la que este Tribunal se hizo eco en la STC 199/1996, de 3 de diciembre, debe servir, conforme proclama el ya mencionado art. 10.2 CE, como criterio interpretativo de los preceptos constitucionales tuteladores de los derechos fundamentales. En el bien entendido que ello no supone una traslación mimética del referido pronunciamiento que ignore las diferencias normativas existentes entre la Constitución Española y el Convenio Europeo de Derechos Humanos ni la antes apuntada necesidad de acotar el ámbito del recurso de amparo a sus estrictos términos, en garantía de la operatividad y eficacia de este medio excepcional de protección de los derechos fundamentales. Desde la perspectiva de los derechos fundamentales implicados, debemos emprender nuestro análisis recordando la posible afección al derecho a la integridad física y moral. A este respecto, habremos de convenir en que, cuando la exposición continuada a unos niveles intensos de ruido ponga en grave peligro la salud de las personas, esta situación podrá implicar una vulneración del derecho a la integridad física y moral (art. 15 CE). En efecto, si bien es cierto que no todo supuesto de riesgo o daño para la salud implica una vulneración del art. 15 CE, sin embargo cuando los niveles de saturación acústica que deba soportar una persona, a consecuencia de una acción u omisión de los poderes públicos, rebasen el umbral a partir del cual se ponga en peligro grave e inmediato la salud, podrá quedar afectado el derecho garantizado en el art. 15 CE.
Respecto a los derechos del art. 18 CE, debemos poner de manifiesto que en tanto el art. 8.1 CEDH reconoce el derecho de toda persona «al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia», el art. 18 CE dota de entidad propia y diferenciada a los derechos fundamentales a la intimidad personal y familiar (art. 18.1) y a la inviolabilidad del domicilio (art. 18.2). Respecto del primero de estos derechos fundamentales ya hemos advertido en el anterior fundamento jurídico que este Tribunal ha precisado que su objeto hace referencia a un ámbito de la vida de las personas excluido tanto del conocimiento ajeno como de las intromisiones de terceros, y que la delimitación de este ámbito ha de hacerse en función del libre desarrollo de la personalidad. De acuerdo con este criterio, hemos de convenir en que uno de dichos ámbitos es el domiciliario por ser aquel en el que los individuos, libres de toda sujeción a los usos y convenciones sociales, ejercen su libertad más íntima.
Teniendo esto presente, podemos concluir que una exposición prolongada a unos determinados niveles de ruido, que puedan objetivamente calificarse como evitables e insoportables, ha de merecer la protección dispensada al derecho fundamental a la intimidad personal y familiar, en el ámbito domiciliario, en la medida en que impidan o dificulten gravemente el libre desarrollo de la personalidad, siempre y cuando la lesión o menoscabo provenga de actos u omisiones de entes públicos a los que sea imputable la lesión producida.”
En suma, para que se produzca la vulneración de los derechos fundamentales recogidos en los artículos 15 y 18.1 y.2 del texto constitucional, es necesario :

Respecto del derecho a la integridad física y moral (artículo 15 de la Constitución), una exposición continuada a unos niveles intensos de ruido que ponga en grave peligro la salud de las personas y que sea debido a una acción u omisión de los poderes públicos.

Para los derechos reconocidos en el artículo 18.1 y.2, es necesario que exista una exposición prolongada a unos determinados niveles intensos de ruido que puedan, objetivamente, calificarse como evitables e insoportables y que, en el ámbito domiciliario, impidan o dificulten gravemente el libre desarrollo de la personalidad, siempre y cuando la lesión o menoscabo provenga de actos u omisiones de entes públicos a los que sea imputable la lesión producida.

(c)
 Delimitación constitucional de competencias en materia de ruido

Como ha quedado indicado, el título de intervención de los poderes públicos en materia de ruido, lo constituye no sólo el artículo 45 de la Constitución, que reconoce el derecho a un medio ambiente adecuado, sino también el artículo 43 del texto fundamental que proclama el derecho a la protección de la salud.

Es necesario indicar que, en el ejercicio por las Comunidades Autónomas de la potestad legislativa en materia de ruido, se invoca expresamente como título de intervención las competencias que en materia de medio ambiente le atribuyen sus respectivos Estatutos de autonomía, con una sola excepción, la Comunidad Extremeña, cuyo título de intervención lo constituye las competencias que su Estatuto le atribuye en materia de sanidad e higiene.

1.2
El carácter de legislación básica del Estado

La Constitución lleva a cabo la distribución de las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en los artículos 148 y 149, a cuyo amparo corresponde al Estado como competencia exclusiva la legislación básica sobre protección del medio ambiente (artículo 149.1.23), pudiendo las Comunidades Autónomas asumir su gestión (artículo 148.1.9), así como el establecimiento de normas adicionales de protección.

En virtud de la Ley Orgánica 9/1992, 23 de diciembre, de transferencia de competencias a las Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía ordinaria del artículo 143 de la Constitución, se ha producido el acercamiento de los niveles competenciales con los que ya disfrutaban las Comunidades Autónomas que lo eran por la vía del artículo 151. Como se indica en el artículo 3.3 de la citada Ley Orgánica 9/1992, se transfiere a aquéllas Comunidades Autónomas competencias de desarrollo legislativo y ejecución en materia de normas adicionales de protección del medio ambiente.  Posteriormente, a través de la reforma de los respectivos Estatutos de Autonomía dichas competencias quedaron, por vía estatutaria, en sede de las Comunidades Autónomas.

Por tanto, corresponde al Estado la legislación básica sobre la protección del medio ambiente y a las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus Estatutos, el desarrollo legislativo de lo básico, el establecimiento de normas adicionales de protección, en su caso, y la gestión.

Por ello, el Estado debe limitarse a dictar una ley ordinaria que fije las normas mínimas de protección que han de ser, en todo caso, respetadas por las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de que por éstas se puedan ampliar o mejorar los niveles estatales de protección, estableciendo así un plus de protección. 

Por su parte, las Comunidades Autónomas ejercerán, al amparo del Anteproyecto, aquellas competencias que, en materia de protección del medio ambiente, ordenación del territorio y sanidad, tengan atribuidas en sus respectivos Estatutos, así como cualquier otra competencia relacionada con el objeto de la Ley.

El Anteproyecto trata, en definitiva, de recoger los principios generales y los elementos comunes que permitan armonizar los desarrollos legislativos y reglamentarios de las Comunidades Autónomas. Ahora bien, ello no impide la aprobación por el Gobierno de posteriores normas reglamentarias a fin de determinar, con carácter igualmente básico, los objetivos de calidad acústica de cada una de las áreas acústicas establecidas en el Anteproyecto (artículo 11), así como los límites de emisión de los diferentes emisores acústicos.

2.
POSICIÓN RELATIVA RESPECTO DE LA NORMATIVA AUTONÓMICA Y LOCAL

2.1
Normativa que atribuye competencias sobre ruido a la Administración Local

Ahora bien, sin perjuicio de la necesidad de que el Estado fije un marco uniforme de aplicación en todo el territorio nacional, y de su desarrollo por las Conumidades Autónomas en los términos que se ha descrito, la concreta aplicación de esta normativa en cada área o emplazamiento, y a menudo la vigilancia y control de sus niveles de ruido, habrá de ser competencia, en muchas ocasiones, de la Administración local. 

Así, las competencias que la Administración Local tiene en materia de ruido le vienen atribuidas, por orden cronológico, por las siguientes normas:

1.
El Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, en cuyo artículo 1 se reconoce a los Ayuntamientos la potestad de intervenir la actividad de los administrados, en el ejercicio de la función de policía en defensa  de la tranquilidad. Asimismo, el artículo 22, al tratar de la licencia de apertura de establecimientos industriales y mercantiles, recalca que la intervención municipal tenderá a verificar si los locales o instalaciones reúnen las condiciones de tranquilidad.

2.
El Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, aprobado por Decreto 2414/1961, 30 de noviembre (en adelante “RAMINP”), que atribuye a los Alcaldes las siguientes competencias: a) el otorgamiento de las licencias para el ejercicio de las actividades sometidas al ámbito de aplicación de dicho Reglamento, entre las que se encuentran las actividades molestas, que, al amparo del artículo 3, son las que constiltuyen una incomodidad por los ruidos o vibraciones que produzcan, b) la vigilancia y control de tales actividades y c) el ejercicio de la potestad sancionadora.

Asimismo, se reconoce de la competencia municipal la reglamentación en las correspondientes ordenanzas municipales de cuanto se refiere al emplazamiento de las actividades sometidas al RAMINP y demás requisitos exigidos.

3.
La Ley 7/1985, 2 de abril, de Bases del Régimen Local, en cuyo artículo 25 se contemplan las competencias que en todo caso deben ejercer los municipios, competencias entre las que se encuentra la protección del medio ambiente. Dicha competencia municipal de protección del medio pasa a constituir uno de los servicios mínimos de prestación obligatoria para aquellos municipios de más de 50.000 habitantes, al amparo del artículo 26. 

4.
La Ley /1986, 26 de abril, General de Sanidad, cuyo artículo 42 atribuye a los ayuntamientos el control y vigilancia de los ruidos y las vibraciones.

Por tanto, la protección del medio ambiente acústico, como competencia local, se ejercerá a través de la potestad reglamentaria y de la potestad sancionadora. La primera tiene su manifestación más evidente en la aprobación de las Ordenanzas municipales, donde se regularán el control, inspección, vigilancia y sanción de las actividades susceptibles de afectar dicho medio.

Ahora bien, la Administración municipal en el ejercicio de su potestad reglamentaria habrá de respetar el marco normativo que, sobre ruidos y vibraciones, se haya podido diseñar por la Comunidad Autónoma en la que se integre aquella Administración.

De esta forma, se logra en todo el territorio nacional una regulación homogénea de la contaminación acústica, en la que el Estado fija los niveles mínimos de protección, que han de ser respetados en todo caso por las Comunidades Autónomas, pudiendo éstas, a su vez, en el ejercicio de su potestad legislativa, dotar a la correspondiente Comunidad de un marco normativo que pueda ser concretado por los municipios a través de Ordenanzas municipales.

Por último, es necesario indicar que son muchos los Ayuntamientos que han emprendido la tarea del reglamentar los ruidos y vibraciones en las correspondientes Ordenanzas municipales, tal es el caso de A Coruña, Albacete, Alicante, Arona, Betanzos, Calviá, Córdoba, Granada, Las Palmas de Gran Canaria, Murcia, Santa Cruz de Tenerife, San Cugat del Vallés, Sevilla, Valencia y Zaragoza. 

2.2
Legislación Autonómica

Son ya numerosas las Comunidades Autónomas que han aprobado su propia legislación en materia de ruido.  El Anteproyecto de Ley del Ruido que estamos considerando tiene por objetivo evitar, en la medida de lo posible, el “desplazamiento normativo” de las disposiciones autonómicas preexistentes; por otra parte, con posterioridad a la aprobación de la Ley estatal sería necesaria la elaboración de legislación autonómica adicional para el correcto desarrollo, ejecución y cumplimiento de aquélla.

A continuación, expondremos brevemente el contenido de las principales normas autonómicas actualmente vigentes o, en algunos casos, en proceso de elaboración.

1.
Cataluña
La legislación en materia de contaminación acústica está constituida por (i) la Ley 3/1998, 27 de febrero, de Intervención Integral de la Administración Ambiental, y (ii) su Reglamento de desarrollo, aprobado  por Decreto 136/1999, 18 de mayo, que consideran el ruido como un elemento a tener en consideración en la tramitación y otorgamiento de las autorizaciones y licencias ambientales.

No obstante, considerando que el ruido y las vibraciones son elementos de contaminación que se originan en focos sometidos preferentemente a la acción pública del municipio y que son muchos los municipios que no se han dotado de  regulaciones específicas en la materia, se emite por el Departamento de Medio Ambiente de la Generalidad de Cataluña (iii) la Resolución de 30 de Octubre de 1995, por la que se aprueba la Ordenanza tipo de ruido y vibraciones, en la que: a) se reconoce la acción pública para exigir el cumplimiento de las deteminaciones contenidas en la Resolución, b) se impone a los Ayuntamientos la elaboración de programas generales de actuación conforme a los criterios de prevención, correción y mejora, información y concienciación, así como la determinación de las zonas de sensibilidad acústica, y c) se determinan los niveles de evaluación de las inmisiones y emisiones, así como sus valores límite.

Asimismo, se establecen acciones singulares en relación con: a) los vehículos a motor (prohibiéndose el uso de bocinas dentro del núcleo urbano y previéndose la potestad del Ayuntamiento de prohibir o limitar el tráfico en zonas o vías urbanas que padezcan una degradación notoria por exceso de ruido imputable al tráfico), b) edificación, c) trabajos en la vía pública y en la edificación, d) vecindad, e) actividades comerciales y de servicios f) actividades de ocio, de espectáculo y recreativas y g) manifestaciones de peatones.

Actualmente, se encuentra en tramitación parlamentaria el Proyecto de Ley de Protección contra la Contaminación Acústica, publicado en el Boletín Oficial del Parlamento de Cataluña en fecha 29 de octubre de 2001.

Dicho Proyecto, que tiene por objeto recoger los principios de la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre Evaluación y Gestión del Ruido Ambiental, contempla la contaminación acústica desde el punto de vista de las inmisiones sonoras, estableciendo, al efecto: a) la delimitación del territorio en zonas de sensibilidad acústica, en función de unos objetivos de calidad, con la previsión de la elaboración por los Ayuntamientos de Catastros del ruido con los niveles de inmisión de los emisores acústicos sometidos al ámbito de aplicación del proyecto de Ley, a los efectos de determinar aquellas zonas en el ámbito del correspondiente municipio,  b) la regulación de un régimen específico para las infraestructuras de transporte viario y ferroviario y c) la elaboración por los Ayuntamientos y Administraciones titulares de infraestructuras de mapas estratégicos del ruido de las aglomeraciones de más de 100.000 habitantes y de los grandes ejes viarios y ferroviarios.

2.
Galicia
La legislación sobre el ruido está constituída por (i) la Ley 1/1995, 10 de febrero, de Protección Ambiental de Galicia (ii) la Ley 7/1997, 11 de agosto, de Protección contra la Contaminación Acústica y (iii) el Reglamento de Protección contra la Contaminación Acústica, aprobado por Decreto 150/1999, 7 de mayo.

Dicha legislación se constriñe a: a) la calificación de las actividades susceptibles de producir ruidos y vibraciones de molestas, sometiéndolas, en consecuencia, al procedimiento de incidencia ambiental, b) la determinación de los métodos de medición de la contaminación acústica en las diferentes categorías de fuentes y ruidos, c) la atribución de los actos de medición y ensayo a empresas homologadas, d) la determinación de zonas de sensibilidad acústica como punto de partida para la realización de las mediciones y e) la elaboración de los mapas de ruido para la determinación de las zonas de sensibilidad acústica.

3.
País Vasco

La Ley 3/1998, 27 de febrero, General de Protección del Medio Ambiente del País Vasco contempla las siguientes acciones en materia de ruidos y vibraciones a desarrollar por el Consejo de Gobierno: a) la definición y establecimiento de los objetivos de calidad acústica, b) la determinación de los niveles máximos de ruido y vibración permitidos para los distintos focos emisores, c) la definición de las condiciones de aislamiento acústico a cumplir por los edificios que albergen usos sensibles al ruido o a la vibración y d) la evaluación de los niveles de ruidos y vibraciones.

Asimismo, se prevé la elaboración por el órgano ambiental competente de la Comunidad Autónoma de un catálogo de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera, el establecimiento por dicho órgano de programas de control de focos emisores a fin de vigilar  el cumplimiento de los límites de emisión aplicable, así  como la elevación por dicho órgano al Gobierno de la declaración de zonas acústicamente contaminadas.

Finalmente, se impone la inclusión en los proyectos de obras o actividades susceptibles de producir o recibir ruidos o vibraciones de un estudio de tales impactos.

4.
Andalucía
La legislación de esta Comunidad Autónoma en materia de ruidos está constituída por (i) la Ley 7/1994, 18 de mayo, de Protección Ambiental, (ii) el Decreto 74/1996, 20 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Calidad del Aire y (iii) la Orden de 23 de febrero de  1996, que desarolla el Decreto 74/1996, en materia de medición, evaluación y valoración de ruidos y vibraciones.

Dicha normativa establece: a) los límites de inmisión y emisión admisibles, las normas de medición y valoración de ruidos y vibraciones, b) la inclusión en los proyectos de actividades o instalaciones susceptibles de generar ruidos de un Anejo a la memoria, justificativo de las medidas correctoras previstas a fin de que la emisión y transmisión de los ruidos generados no sobrepasen los límites establecidos en dicho Decreto, facultándose a la Administración competente para suspender la actividad, hasta que se instalen y comprueben aquellas medidas, sin perjucio del ejercicio de la potestad sancionadora, c) los límites máximos admisibles para ruidos emitidos por los vehículos a motor en circulación, en función de su cilindrada y d) finalmente, se prevé la aprobación por la Agencia del Medio Ambiente (actual Consejería de Medio Ambiente, de acuerdo con lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 8/1996, de 26 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma) de una Ordenanza tipo que facilite la aprobación por los Ayuntamientos de sus correspondientes Ordenanzas en materia de ruido. 

5.
Extremadura
En esta Comunidad Autónoma es el Decreto 19/1997, 4 de febrero, el que reglamenta los ruidos y vibraciones, excluyendo de su ámbito de aplicación el ruido procedente del tráfico, que se rige por su normativa específica.

En dicho Decreto se establecen: a) los niveles de ruido y vibraciones admisibles, b) las condiciones exigibles a la edificación y a las actividades comerciales e industriales, c) se prevé la declaración por Decreto de la Alcaldía de “zona saturada por acumulación de ruidos”, con los efectos que se prescriben en el artículo 36 del Decreto, d) la inclusión en los proyectos de instalación de actividades afectadas por el RAMINP de un estudio justificativo sobre el cumplimiento de lo dispuesto en el Decreto.

6.
Madrid
El Decreto 78/1999, 27 de mayo, es el que regula el Régimen de Protección contra la Contaminación Acústica de la Comunidad de Madrid.

Al amparo de dicho Decreto, la Consejería de Medio Ambiente y Desarrollo Regional establecerá un Plan de actuación que comprenderá, entre otros, los siguientes aspectos: el establecimiento de un catálogo de actividades potencialmente contaminantes por ruido y vibraciones, la elaboración de mapas de ruido, la determinación de los objetivos de calidad acústica, asociados a la inmisión y emisión y los mecanismos de financiación.

Dicho Decreto establece: a) la clasificación de las áreas acústicas, así como los objetivos de calidad acústica correspondientes a cada una de dichas áreas, b) los límites de emisión de determinados focos emisiores (vehículos a motor, maquinaria, etc.), c) la regulación de los procedimientos de evaluación de la incidencia acústica de las actividades catologadas como potencialmente contaminantes por ruidos y vibraciones y d) la declaración por el órgano autonómico o local competente de “zonas de situación acústica especial” para aquellas áreas de sensibilidad acústica en que se incumplan los correspondientes objetivos de calidad acústica. 

7.
Navarra
El Decreto Foral 135/1989, 8 de junio, establece las Condiciones Técnicas que deberán cumplir las Actividades Emisoras de Ruido o Vibraciones. 

En virtud de dicho Decreto, el Departamento de Salud del Gobierno de Navarra, establecerá periódicamente, mediante Orden Foral, un plan de actuación de control de ruido y vibraciones a corto y medio plazo, en el que participarán los Ayuntamientos de más de 10.000 habitantes y aquellos otros que se determine.

Dicho Decreto establece las condiciones de inmisión sonora y vibraciones, prevé la inclusión en los proyectos de actividades clasificadas de un proyecto acústico que justifique el cumplimiento de las condiciones establecidas en el mismo y respecto de los proyectos de nueva construcción de autopistas, autovías, carreteras y vías de penetración a núcleos urbanos, se prevé la inclusión de un estudio de impacto ambiental de ruido.

8.
Castilla y León
El Decreto 3/1995, 12 de enero, sobre Condiciones a cumplir por niveles sonoros o de vibraciones, contiene normas sobre medición y valoración de niveles sonoros, fija los niveles de ruido en el ambiente interior y exterior y prevé la inclusión en los proyectos de actividades clasificadas de un estudio técnico que contenga las medidas correctoras del ruido y vibraciones.

9.
Baleares
El Decreto 20/1987, 26 de marzo, de Protección contra la Contaminación Acústica, establece los niveles sonoros máximos, las normas para la medición y valoración de tales niveles, los límites máximos de nivel sonoro de los vehículos, así como los valores máximos tolerables de vibraciones.

10.
Murcia
La legislación sobre el ruido en la Región de Murcia está constituída por (i) la Ley 1/1995, 8 de marzo, de Protección del Medio Ambiente y (ii) el Decreto 48/1998, 30 de julio, de Protección del Medio Ambiente frente al Ruido.

El Decreto 48/1998 se constriñe a: a) la fijación de los valores límite de ruido en el ambiente exterior y en el interior de los edificios, b) la exigencia de que los proyectos de actividades e infraestructuras sometidas al trámite de evaluación de impacto ambiental o calificación ambiental, susceptibles de producir impacto por ruido, establezcan las medidas correctoras que garanticen los valores límite de ruido, c) la necesidad de que las Ordenanzas municipales recojan los valores límite de ruido en relación con los usos del suelo. 

Finalmente, el Decreto 48/1998 prevé la redacción por los Ayuntamientos de la Región de planes de rehabilitación sonora para aquellas zonas con los niveles de contaminación acústica más alta, así como la aprobación por el Consejo de Gobierno de la Región de un plan de protección del Medio Ambiente que contemplará, especialmente, el ruido generado por el transporte de mercancías por carretera.

11.
Valencia
La Consejería de Medio Ambiente de la Generalitat Valenciana ha elaborado, recientemente, una Ley de Protección contra la Contaminación Acústica que se constriñe a: a) la determinación de los niveles sonoros en el ambiente exterior e interior, así como los niveles de emisión sonora, b) la valorización y medición de los ruidos y vibraciones, c) la regulación del Plan Acústico de Acción Autonómica, cuya elaboración compete a la Consejería de Medio Ambiente y de los Planes Acústicos Municipales, que constarán de mapas acústicos en los que se describirá el estado acústico del municipio a fin de adoptar medidas tendentes a la minimización del impacto acústico, d) la regulación de las zonas acústicamente saturadas, cuya declaración compete al Pleno de los Ayuntamientos, y e) la regulación de las condiciones acústicas en ámbitos concretos, tales como las actividades comerciales, industriales y de servicios, trabajos en la vía pública y en la edificación y el ruido producido por los vehículos a motor e infraestructuras de transporte.

3.
POSICIÓN RELATIVA RESPECTO DE LAS NORMAS SECTORIALES Y OTRAS QUE TIENEN IMPACTO EN LA PREVENCIÓN O CORRECCIÓN DEL RUIDO

Como se ha dicho anteriormente, en el ámbito estatal no existía, hasta la elaboración del Anteproyecto que comentamos, ninguna disposición que, de forma integrada, regule el ruido como uno de los elementos que se integran en el concepto de protección del medio ambiente.

Hasta la fecha, el ruido contaba con una reglamentación sectorial en diversas disposiciones que, de forma fragmentaria, se refieren al ruido en su concreto ámbito de aplicación. Entre tales disposiciones se pueden citar las siguientes:

1.
El Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas, de 30 de noviembre de 1961 (“RAMINP”).  Esta norma preconstitucional constituye la primera reglamentación general del ruido de obligatoria observancia en todo el territorio nacional, cuya vigencia aún perdura. 

Algunas Comunidades Autónomas han promulgado sus propias disposiciones en las materias que regula el RAMINP, pero las Comunidades Autónomas de Aragón, Asturias, Cantabria, Castilla la Mancha y La Rioja que, hasta la fecha, no han ejercido sus competencias de desarrollo normativo de la legislación básica del Estado en materia de actividades clasificadas, se rigen por el RAMINP.

El RAMINP después de señalar en su artículo 3 que serán calificadas como molestas las actividades que constituyan una incomodidad por lor ruidos o vibraciones que produzcan, establece en el artículo 11 que para la concesión de licencias y para el funcionamiento de vehículos y actividades que puedan producir ruidos, éstos se dotarán inexcusablemente de los elementos correctores necesarios para evitar molestias al vecindario.  Como se puede apreciar, el objetivo del RAMINP en este punto se limita a la protección vecinal.

2.
La Ley 14/1986, de 26 de abril, General de Sanidad que se preocupa especialmente de la sanidad ambiental, atribuye en su artículo 42 a los ayuntamientos el control de ruidos y vibraciones, citando expresamente el ruido como causante de alteraciones fisiológicas.

3.
La Norma Básica de Edificación NBE-CA-81, modificada por la Orden Ministerial de 29 de septiembre de 1988, pasando a ser conocida desde entonces como NBE-CA-88.

Esta norma establece meras recomendaciones por lo que, estrictamente, no es una norma jurídica en materia de emisión de ruidos, si bien las Comunidades Autónomas le han atribuído fuerza vinculante, mediante su incorporación a las correspondientes regulaciones sobre el ruido o contaminación acústica, como norma de obligada observancia en la construcción de edificaciones. Tal es el caso de las Comunidades de Cataluña, (artículo 12 de la Resolución de 30 de Octubre de 1995 del Departamento de Medio Ambiente, por la que se aprueba la Ordenanza tipo de ruido y vibraciones), Galicia (artículo 6 de la Ley 7/1997, 11 de agosto, de Protección contra la Contaminación Acústica), Andalucía (artículo 28 del Decreto 74/1996, por el que se aprueba el Reglamento de Calidad del Aire), Extremadura (artículo 5 del Decreto 19/1997, de Reglamentación de Ruidos y Vibraciones), Madrid (artículo 27 del Decreto 78/1999, de Régimen de Protección contra la Contaminación Acústica), Navarra (artículo 4 del Decreto Foral 135/1989, de Condiciones Técnicas a cumplir por las Actividades Emisoras de Ruidos y Vibraciones),  Castilla y León (artículo 12 del Decreto 3/1995, de Condiciones a cumplir por niveles sonoros o de vibraciones), Baleares (artículo 8 del Decreto 20/1987, de Protección contra la Contaminación Acústica) y Valencia (artículo 32 del Anteproyecto de Ley de Protección contra la Contaminación Acústica).

4.
La Ley 38/1999, 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación que hace referencia a la protección contra el ruido en su artículo 3.1c.2 en el que se establece que los edificios deberán proyectarse, construirse, mantenerse y conservarse de tal forma que se satisfagan los requisitos básicos de protección contra el ruido, de tal forma que éste no ponga en peligro la salud de las personas y les permita realizar satisfactoriamente sus actividades.

Esta norma, que tiene el carácter de básica, no entra a regular los diferentes aspectos de la protección contra el ruido en los edificios, sino que se remite a la NBE-CA-88, que considera de obligatorio cumplimiento en todos los proyectos de efificaciones públicas y privadas de carácter administrativo, sanitario, religioso, residencial, docente y cultural.

5.
El Código Penal aprobado por Ley Orgánica 10/1995, en cuyo artículo 325 se contempla un tipo encaminado a castigar aquellas conductas que consisten en emitir ruidos y vibraciones que superen los valores establecidos en la normativa correspondiente, señalando que “ será castigado con las penas de prisión de seis meses a cuatro años, multa de ocho a veinticuatro meses e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a tres años el que, contraviniendo las leyes u otras disposiciones de carácter general protectoras del medio ambiente, provoque o realice directa o indirectamente (...) ruidos, vibraciones (...) en la atmósfera, (...). Si el riesgo de grave perjuicio fuese para la salud de las personas, la pena de prisión se impondrá en su mitad superior.”

6.
Finalmente, se puede hacer referencia a todas aquellas disposiciones que, por imperativo de nuestra adhesión al Tratado de Roma, se han dictado con el objeto de incorporar al derecho interno nacional, las numerosas Directivas comunitarias que tratan de controlar el ruido generado por determinados focos de contaminación acústica, como por ejemplo, el ruido procedente de aviones, cortadoras de cesped, electrodomésticos, maquinaria de obra, vehículos a motor, etc..

Entre tales disposiciones pueden citarse, a título de ejemplo, las siguientes: a) el Real Decreto 873/1987, 29 de mayo, de Limitación de Emisiones Sonoras de Aeronaves Subsónicas, b) el Real Decreto 245/1989, 27 de febrero, de Determinación y Limitación de la Potencia Acústica Admisible de Determinado Material y Maquinaria para Construcción y Cortadoras de césped, c) el Real Decreto 1256/1990, 11 de octubre, de Limitación de Emisiones Sonoras de los Aviones de Reacción Subsónicos Civiles, d) el Real Decreto 213/1992, 6 de marzo, de Especificaciones sobre el Ruido en el Etiquetado de Aparatos Domésticos y, como la más reciente, e) el Real Decreto 212/2002, 22 de febrero, sobre las Emisiones Sonoras en el Entorno debidas a Determinadas Máquinas de Uso al Aire Libre.

Respecto de todas las normas sectoriales que han quedado enunciadas en este apartado, el Anteproyecto en nada limita la aplicación y vigencia de las mismas.

4.
EL RUIDO Y LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA

Tal y como se indicó en el punto 1.1(b) de la presente Memoria, el TEDH en Sentencias de 9 de diciembre de 1994 y 19 de febrero de 1998, declaró que la degradación del medio ambiente a través del excesivo ruido supone una violación de los derechos fundamentales a la intimidad personal y familiar y a la inviolabilidad del domicilio.

Pues bien, algunos Tribunales nacionales, con anterioridad a la Sentencia del Tribunal Constitucional de 24 de mayo de 2001, ya basaban sus fallos en la doctrina del TEDH. 

Tal es el caso de la  Sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia de fecha 24 de mayo de 1997 (Ar. 1040), en la que, en seno de apelación, viene a confirmar la Sentencia apelada, salvo en lo relativo al quantum de la indemnización fijada en aquélla, que estimó íntegramente la demanda formulada por los actores en reclamación de una determinada cantidad como indemnización por los perjuicios derivados de la inhabitabilidad de su vivienda como consecuencia de los fuertes ruidos y molestias producidos por la empresa demandada «Veconsa», condenando igualmente al Ayuntamiento de Alguazas por incumplimiento de su deber de adoptar las medidas tendentes a evitar aquellas molestias.

El Fundamento de Derecho Quinto de la citada Sentencia dice lo siguiente:

 “De ser ciertos los hechos ( existencia o no de sonidos intolerables y vibraciones y si son o no ambos demandados, la empresa y el Ayuntamiento, responsables de los mismos, uno por acción y otro por omisión) nos encontraríamos ante una vulneración del derecho fundamental previsto en el artículo 18 de la Constitución relativo a la intimidad e inviolabilidad del domicilio con arreglo a la interpretación mantenida por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre el artículo 8.1 del Convenio de Roma de 4 noviembre, sobre «protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales» que sanciona el derecho de toda persona al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su correspondencia; así la Sentencia de 9 diciembre 1994 en el Asunto López Ostra contra España vino a incluir en el núcleo de la intimidad-protección del domicilio las intromisiones sonoras por considerar que el ruido excesivo supone una violación de los derechos fundamentales protegidos en el artículo 18 de nuestra Constitución; en aplicación de dicha doctrina la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ Valencia de 7 marzo 1997 ha condenado al Ayuntamiento a indemnizar los perjuicios derivados de los ruidos excesivos producidos en una vivienda particular provinientes de una zona de bares.

En el mismo sentido se pronuncia la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Baleares de fecha 29 de julio de 1999.

Son también muchas las resoluciones judiciales que establecen inequívocamente la relación entre el ruido y la salud. 

Así, el Auto del Tribunal Supremo de fecha 11 de mayo de 1989  (Ar. 3876), escribe que “como poder público que también es, este Tribunal está conminado constitucionalmente a velar por ese medio ambiente lo que supone velar también por la salud (art. 43 de la Constitución) porque la contaminación acústica no sólo es que impide el descanso a los que habitan en las viviendas cercanas sino que perjudica la salud de todos los que se ven sometidos a la incidencia de un número excesivo de decibelios.”
También la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 7 de noviembre de 1990 (Ar.  8750), escribe en su Fundamento de Derecho lo siguiente:

“En este problema del respeto por el medio ambiente -en cualquiera de sus manifestaciones, la acústica entre ellas- los Ayuntamientos y, en general, todos los poderes públicos -por tanto, también los Tribunales- tiene que mostrarse particularmente rigurosos. Y este Tribunal Supremo, con machacona insistencia, así lo viene recordando con apoyo precisamente en el artículo 45 de la Constitución. Y obviamente, esto no es una moda jurisprudencial más o menos pasajera, porque ante preceptos constitucionales tan claros como el citado, no hay opción distinta de la aquí postulada. Y esto sin necesidad de recordar que el grave deterioro del medio ambiente en todos sus aspectos ha transformado el problema de su conservación en un problema esencial, cuya solución es urgente e ineludible, pues muchos de sus aspectos afectan a la supervivencia, y otros, como el de la contaminación acústica a la salud y a la convivencia civilizada. Es notorio que se han elevado voces autorizadas procedentes del campo de la medicina denunciando cómo afecta al oído y al corazón el sometimiento continuado del individuo a un excesivo número de decibelios. Y lo único que hay que lamentar es que todavía haya poderes públicos que manifiesten una cierta pasividad en la adopción de medidas eficaces en defensa contra las múltiples agresiones al medio ambiente que se dan todos los días y en todas partes.”

Asimismo, son numerosos los Tribunales que tienen que enfrentarse al conflicto de intereses que subyace a las reclamaciones que les son planteadas. 

En efecto, en tales reclamaciones suelen enfrentarse dos órdenes de pretensiones constitucionales diferentes, a saber, el derecho al descanso y al medio ambiente, derecho éste invocado por los vecinos que han de soportar los ruidos emanados de determinadas actividades, y el derecho al ejercicio de la libertad de empresa, normalmente invocado por los titulares de aquéllas.

Pues bien, ante esta tensión dialéctica entre los derechos constitucionales enfrentados, los Tribunales no dudan por decantarse a favor del derecho invocado por los vecinos.

Así, se puede citar la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Baleares de fecha 29 de julio de 1999, que, en contestación al argumento esgrimido por el Ayuntamiento que figura como parte demandada, en razón de declarar un barrio determinado como zona acústicamente contaminada, sin que dicha declaración fuera acompañada de las medidas previstas para dicha situación, escribe en su Fundamentod de Derecho Cuarto lo siguiente:

“El Ayuntamiento, ( ...) alega que debe conjugar el legítimo derecho al descanso de los vecinos con los legítimos intereses de los empresarios de los locales de ocio.

(...) si de la ponderación de intereses se trata, no debe olvidarse que las inmisiones acústicas molestas en el propio domicilio suponen una vulneración de los artículos 15 y 18.1 y2 de la Constitución (...).

Desde esta perspectiva de la prioridad del derecho a la intimidad e integridad física sobre los intereses económicos de los empresarios que se lucran con actividad que, directa o indirectamente, genera molestias a terceros, debe hacerse la ponderación de intereses o más propiamente la ponderación entre lo que es un derecho fundamental constitucionalmente protegido ylo que son unos intereses económicos.” 

No obstante, sin necesidad de estimar en el conflicto de intereses la presencia de un derecho fundamental, el Tribunal Supremo en el ya citado Auto de fecha 11 de mayo de 1989, Ar. 3876, afirma que el derecho al medio ambiente ofrece una indudable prevalencia, disponiendo que:

"Una vez más (...) se encuentran enfrentados los intereses de dos particulares, cada uno de los cuales puede encontrar apoyatura en preceptos constitucionales -derecho al descanso y a un medio ambiente adecuado [art. 45 de la Constitución] y derecho al ejercicio de una actividad empresarial (art. 38 de la Constitución)-.

El sistema jurídico de medio ambiente se integra de diversos subsistemas, entre ellos el de la lucha contra la contaminación de cualquier tipo, incluida la acústica (...).

 (...) este Tribunal está conminado constitucionalmente a velar por ese medio ambiente lo que supone velar también por la salud (art. 43 de la Constitución) porque la contaminación acústica no sólo es que impide el descanso a los que habitan en las viviendas cercanas sino que perjudica la salud de todos los que se ven sometidos a la incidencia de un número excesivo de decibelios.”
Por último, no se puede concluir esta exposición de la postura de los Tribunales en relación con la defensa jurídica frente al ruido, sin citar la primera sentencia penal condenatoria por la emisión de ruidos al titular de un local de ocio, la Sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia de fecha 9 de noviembre de 2000 (Ar. 2659) que, en el orden jurisdiccional penal, condena al empresario de un local de ocio por la comisión de un delito contra el medio ambiente, tipificado en el artículo 325 del Código Penal, a una pena de dos años y tres meses de prisión y multa de 20 meses con una cuota diaria de 7.000 pesetas.

III.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DEL ANTEPROYECTO DE LEY

 El ruido en su vertiente ambiental, no circunscrita a ámbitos específicos, como el laboral, sino en tanto que inmisión sonora presente en el habitat humano o en la naturaleza, no ha sido tradicionalmente objeto de atención preferente en la normativa protectora del medio ambiente.  Tratamos del ruido en un sentido amplio, y éste es el alcance de la Ley, comprensivo tanto del ruido propiamente dicho, perceptible en forma de sonido, como de las vibraciones: tanto uno como otras se incluyen en el concepto de “contaminación acústica” cuya prevención, vigilancia y reducción son objeto de esta Ley.

En la legislación española, el mandato constitucional de proteger la salud (artículo 43 de la Constitución) y el medio ambiente (artículo 45 de la Constitución) engloban, en su alcance, la protección contra la contaminación acústica.  Además, la protección constitucional frente a esta forma de contaminación también encuentra apoyo en algunos derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, entre otros: el derecho a la intimidad personal y familiar, consagrado en el artículo 18.1.  La protección de los ciudadanos frente a la contaminación acústica al amparo de estos derechos fundamentales ha sido reconocida por nuestro Tribunal Constitucional en la Sentencia de fecha 24 de mayo de 2001.

Sin embargo, el ruido carecía hasta esta Ley de una norma general, de ámbito estatal, reguladora de este fenómeno, y su tratamiento normativo se desdoblaba, a grandes rasgos, entre las previsiones de la normativa civil en cuanto a relaciones de vecindad y causación de perjuicios, la normativa sobre limitación del ruido en el ambiente de trabajo, las disposiciones técnicas para la homologación de productos y las ordenanzas municipales que conciernen al bienestar ciudadano o al planeamiento urbanístico.

II

La Unión Europea tomó conciencia, a partir del Libro Verde de la Comisión Europea sobre “Política Futura de Lucha Contra el Ruido”, de la necesidad de aclarar y homogeneizar el entorno normativo del ruido, reconociendo que con anterioridad “la escasa prioridad dada al ruido se debe en parte al hecho de que el ruido es fundamentalmente un problema local, que adopta formas muy variadas en diferentes partes de la Comunidad en cuanto a la aceptación del problema”.  Partiendo de este reconocimiento de la cuestión, sin embargo, el Libro Verde llega a la conclusión de que, además de los esfuerzos (ya en curso) de los Estados miembros para homogeneizar e implantar controles adecuados sobre los productos generadores de ruido, la actuación coordinada de los Estados en otros ámbitos servirá también para acometer labores preventivas y reductoras del ruido en el ambiente.

En línea con este principio, los trabajos de la Unión Europea han conducido a la adopción de la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de junio de 2002, sobre evaluación y gestión del ruido ambiental (la “Directiva sobre Ruido Ambiental”).  La trasposición de esta Directiva ofrece una oportunidad idónea para dotar de mayor estructura y orden al panorama normativo español sobre el ruido, elaborando una Ley que contenga los cimientos en que asentar el acervo normativo en materia de ruido que ya venía siendo generado anteriormente por las Comunidades Autónomas y entes locales.

La Directiva sobre Ruido Ambiental marca una nueva orientación respecto de las actuaciones normativas previas de la Unión Europea en materia de ruido. Con anterioridad, la reglamentación se había centrado sobre las “fuentes” del ruido.  Las medidas tendentes a reducir el ruido “en origen” han venido dando sus frutos, pero los datos obtenidos muestran que, pese a la constante mejora del estado del arte en la fabricación de estas “fuentes de ruido”, el resultado beneficioso de estas medidas sobre el ruido ambiental se ha visto minorado por la combinación de otros factores que aún no han sido atajados.

Diariamente, inciden sobre el ambiente múltiples focos de emisiones sonoras, con lo que se aprecia la necesidad de considerar el “ruido ambiental” como producto de múltiples emisiones que contribuyen a generar niveles de contaminación acústica poco recomendables desde el punto de vista sanitario, del bienestar y de la productividad.  La Directiva sobre Ruido Ambiental define dicho “ruido ambiental” como “el sonido exterior no deseado o nocivo generado por las actividades humanas, incluido el ruido emitido por los medios de transporte, por el tráfico rodado, ferroviario y aéreo y por emplazamientos de actividades industriales como los descritos en el anexo I de la Directiva 96/61/CE del Consejo, de 24 de septiembre de 1996, relativa a la prevención y al control integrados de la contaminación”.

En cuanto a los lugares en los que se padece el ruido, según la Directiva sobre Ruido Ambiental ésta se aplica “al ruido ambiental al que estén expuestos los seres humanos”.  Según la Directiva, esto se produce en particular en zonas urbanizadas, en parques públicos u otros lugares tranquilos dentro de una aglomeración urbana, en zonas tranquilas en campo abierto, en las proximidades de centros escolares y en los alrededores de hospitales, y en otros edificios y lugares vulnerables al ruido; pero no únicamente en ellos.

III
Partiendo de la delimitación de su ámbito objetivo que ha quedado apuntada, la Directiva sobre Ruido Ambiental se fija las siguientes finalidades:

(i) Determinar la exposición al ruido ambiental, mediante la elaboración de mapas de ruidos según métodos de evaluación comunes a los Estados miembros.

(ii)
Poner a disposición de la población la información sobre el ruido ambiental y sus efectos.

(iii)
Adoptar planes de acción por los Estados miembros tomando como base los resultados de los mapas de ruidos, con vistas a prevenir y reducir el ruido ambiental siempre que sea necesario y, en particular, cuando los niveles de exposición puedan tener efectos nocivos en la salud humana, y a mantener la calidad del entorno acústico cuando ésta sea satisfactoria.

La Directiva sobre Ruido Ambiental impone a los Estados miembros la obligación de designar las autoridades y entidades competentes para elaborar los mapas de ruido y planes de acción, así como para recopilar la información que se genere, la cual a su vez deberá ser transmitida por los Estados miembros a la Comisión y puesta a disposición de la población.

Estos propósitos son, de una parte, coherentes con la voluntad del legislador español, que deseaba dotar de un esquema básico y estatal a la normativa dispersa relacionada con el ruido que, a niveles autonómico y local, pueda elaborarse antes o después de la promulgación de esta Ley.  

De otra parte, la Directiva sobre Ruido Ambiental pretende proporcionar la base para desarrollar y completar el conjunto de medidas comunitarias existente sobre el ruido emitido por determinadas fuentes específicas y para desarrollar medidas adicionales a corto, medio y largo plazo.  Para ello, los datos sobre los niveles de ruido ambiental se deben recabar, cotejar y comunicar con arreglo a criterios comparables en los distintos Estados miembros; es necesario también establecer métodos comunes de evaluación del “ruido ambiental” y una definición de los “valores límite” en función de indicadores armonizados para calcular los niveles de ruido.

El alcance y contenido de esta Ley es, sin embargo, más amplio que el de la Directiva que por medio del mismo se traspone, ya que la Ley no se agota en el establecimiento de los parámetros y medidas a las que alude aquélla respecto, únicamente, del “ruido ambiental”, sino que tiene objetivos más ambiciosos: pretendiendo dotar de mayor cohesión a la ordenación de la contaminación acústica a nivel estatal en España, contiene múltiples disposiciones que no se limitan a la mera trasposición de la Directiva y pretenden  promover activamente, a través de una adecuada distribución de competencias administrativas y del establecimiento de los mecanismos oportunos, la mejora de la calidad acústica de nuestro entorno.  Frente al concepto de “ruido ambiental” que forja la Directiva, y pese a que por razones de simplicidad el título de esta Ley sea “Ley del Ruido”, la “contaminación acústica” a la que se refiere el objeto de esta Ley se define como la presencia en el ambiente de ruidos o vibraciones, cualquiera que sea el emisor acústico que los origine, que impliquen molestia, riesgo o daño para las personas, para el desarrollo de sus actividades y para bienes de cualquier naturaleza, incluso cuando su efecto sea perturbar el disfrute de los sonidos de origen natural, o que causen efectos significativos sobre el medio ambiente.

IV

El Capítulo I, “Disposiciones Generales”, contiene los preceptos que establecen el objeto, ámbito de aplicación y finalidad de la Ley.  Comienza la Ley por enunciar el propósito genérico de prevenir, vigilar y reducir la contaminación acústica, todo ello a fin de garantizar los derechos constitucionales protegidos, anteriormente citados, en relación con la contaminación acústica y preservar los bienes de cualquier naturaleza que puedan verse afectados negativamente por la contaminación acústica.

El ámbito de aplicación de la Ley se delimita, desde el punto de vista subjetivo, por referencia a todos los emisores acústicos de cualquier índole, excluyéndose no obstante la contaminación acústica generada por algunos de ellos.  Ha de tenerse en cuenta que, a los efectos de la Ley, el concepto de “emisor acústico” se refiere a cualquier actividad, infraestructura, equipo, maquinaria o comportamiento que genere contaminación acústica”.

En particular, interesa justificar la exclusión del alcance de la Ley de la contaminación acústica originada en la práctica de actividades domésticas o las relaciones de vecindad siempre y cuando no exceda los límites tolerables de conformidad con los usos locales.  En la tradición jurídica española y de otros países de nuestro entorno más próximo, las relaciones de vecindad han venido aplicando a todo tipo de inmisiones, incluidas las sonoras, un criterio de razonabilidad que se vincula a las prácticas consuetudinarias del lugar.  Parece ajeno al propósito de esta Ley alterar este régimen de relaciones vecinales, consolidado a lo largo de siglos de aplicación, sobre todo teniendo en cuenta que el contenido de esta Ley en nada modifica la plena vigencia de los tradicionales principios de convivencia vecinal.

Por otra parte, se excluye también la actividad laboral en tanto que emisor acústico y respecto de la contaminación acústica producida por la misma en el correspondiente lugar de trabajo, la cual seguirá rigiéndose por la normativa sectorial aplicable, constituida principalmente por la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, y su normativa de desarrollo, así como el Real Decreto 1316/1989, de 27 de octubre, sobre protección de los trabajadores frente a los riesgos derivados de la exposición al ruido durante el trabajo.

Siguiendo la técnica legislativa habitual de las disposiciones comunitarias (y no se olvide que esta norma cumple, entre otros, el objetivo de trasponer al Derecho interno la Directiva sobre Ruido Ambiental), se incluyen en el artículo 3 una serie de definiciones de determinados conceptos que posteriormente aparecen a lo largo del texto, lo que redunda en un mayor grado de precisión y de seguridad jurídica a la hora de la aplicación concreta de la norma.

El Capítulo I contiene también disposiciones relativas a la distribución competencial en materia de contaminación acústica.  En cuanto a la competencia para la producción normativa, se afirma la posibilidad de normas adicionales de protección dictadas por las Comunidades Autónomas, sin perjuicio de la Ley y sus normas estatales de desarrollo, y se alude a la elaboración de ordenanzas municipales y planeamiento urbanístico, a cargo de los municipios.  En el mismo Capítulo I se contienen las reglas para la atribución de competencias ejecutivas a las diferentes Administraciones públicas, y por último se regula la información que las Administraciones públicas competentes pondrán a disposición del público, sin perjuicio de la aplicación, en este aspecto, de la Ley 38/1995, de 12 de diciembre, sobre el derecho de acceso a la información en materia de medio ambiente.

V

El Capítulo II contiene las previsiones del Anteproyecto en punto a la Calidad Acústica, definida como el grado de adecuación de las características acústicas de un espacio a las actividades que se realizan en su ámbito, evaluado, entre otros factores, en función de los valores de los índices de inmisión y emisión.  El Gobierno ha de fijar los objetivos de calidad acústica aplicables a cada tipo de área acústica, de manera que se garantice, en todo el territorio del Estado español, un nivel mínimo de protección frente a la contaminación acústica.  También se fijarán por el Gobierno los objetivos de calidad aplicables al espacio interior habitable de las edificaciones.

Las áreas acústicas son zonas del territorio que comparten idénticos objetivos de calidad acústica.  Las Comunidades Autónomas gozan de competencias para fijar los tipos de áreas acústicas, clasificadas en atención al uso predominante del suelo, pero esta Ley marca la tipología mínima de los mismos, y el Gobierno deberá establecer reglamentariamente los criterios a emplear en su delimitación.

En relación con las áreas acústicas, interesa mencionar dos supuestos especiales, que son, de una parte, las reservas de sonidos de origen natural y de otra parte las zonas de servidumbre acústica.  La peculiaridad que ambas comparten es que no tienen consideración de áreas acústicas, debido a que en ningún caso se establecerá respecto de las mismas objetivos de calidad acústica.  En consecuencia, ambos tipos de espacios se excluirán del ámbito de las áreas acústicas en que se divida el territorio.

La representación gráfica de las áreas acústicas sobre el territorio dará lugar a la cartografía de los objetivos de calidad acústica.  En la Ley, los mapas resultantes de esta representación gráfica se conciben como instrumento importante para facilitar la aplicación de los valores límite de emisión e inmisión que ha de determinar el Gobierno.  En cada área acústica, deberán respetarse los valores límite que hagan posible el cumplimiento de los correspondientes objetivos de calidad acústica.

No obstante lo anterior, la Ley se dota de la necesaria flexibilidad al objeto de prever situaciones en las cuales, con carácter excepcional, pueda ser recomendable suspender la exigibilidad de los objetivos de calidad acústica, bien con ocasión de la celebración de determinados eventos, a solicitud de los titulares de algún emisor acústico en determinadas circunstancias o en situaciones de emergencia, y en este último caso sin ser precisa autorización alguna siempre y cuando se cumplan los requisitos marcados por la Ley y, en particular, la superación de los objetivos de calidad acústica sea necesaria.

Un supuesto peculiar, ya enunciado anteriormente, es el de las “zonas de servidumbre acústica”,  que se definen como los sectores del territorio situados en el entorno de las infraestructuras de transporte viario, ferroviario o aéreo o de otros equipamientos públicos que se determinen reglamentariamente. La creación de servidumbres acústicas que afecten a edificaciones preexistentes, esto es, aquéllas cuya licencia de obras sea previa a la aprobación de la servidumbre, dará lugar a la obligación de que se adopten las medidas correctoras adecuadas para que en el entorno de tales edificaciones se cumplan los objetivos de calidad acústica correspondientes al uso predominante del suelo, y en defecto de tales medidas se adoptarán medidas para que, en la medida de lo posible no se incumplan, al menos los objetivos de calidad acústica correspondientes al ambiente interior.

Todas las mediciones y evaluaciones acústicas a que se refiere la Ley asumen la aplicación de índices acústicos homogéneos en la totalidad del territorio español respecto de cada período del día.  La Ley cuenta entre sus objetivos principales la fijación de dichos índices homogéneos, a través de sus normas de desarrollo.

A su vez, los valores límite, tanto de los índices de inmisión como de los índices de emisión acústica, se determinarán por el Gobierno, si bien las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos pueden establecer valores límite más rigurosos que los fijados por el Estado.

La cartografía sonora prevista en la Ley se completa con los denominados “mapas de ruido”.  Los mapas de ruido son un elemento previsto por la Directiva sobre Ruido Ambiental y encaminado a disponer de información uniforme sobre los niveles de contaminación acústica en los distintos puntos del territorio, aplicando criterios homogéneos de medición que permitan hacer comparables entre sí las magnitudes de ruido verificadas en cada lugar.  Según se exponía ya en el Libro Verde de la Comisión Europea sobre “Política Futura de Lucha Contra el Ruido”, de 1996, estos mapas presentan los valores de exposición a la contaminación acústica de una zona determinada, por ejemplo, a intervalos de 5 dB(A), utilizando diferentes colores, simplificando el reconocimiento de las diferentes exposiciones al ruido e identificar las zonas donde es necesario actuar.

El calendario de elaboración de los mapas de ruido que se establece en la Ley se corresponde plenamente con las previsiones de la Directiva sobre Ruido Ambiental, sin perjuicio de que las Comunidades Autónomas puedan prever la aprobación de mapas de ruido adicionales, estableciendo los criterios al efecto.  Los mapas de ruido tienen por finalidad la evaluación global de la exposición actual a la contaminación acústica de una determinada zona, de manera que se puedan hacer predicciones y adoptar planes de acción en relación con la misma.

Los tipos, contenido y formato de los mapas de ruido serán determinados por el Gobierno reglamentariamente, así como las formas de su presentación al público.  La combinación de los mapas de ruido, que muestran la situación acústica real y presente, con la cartografía de calidad acústica, que representa los objetivos de calidad acústica de cada área acústica en que se divida el territorio, así como las zonas de servidumbre acústica que se establezcan, sin duda será muy útil para presentar de manera clara y atractiva la información más importante para planificar las medidas de prevención y corrección de la contaminación acústica.

VI

De este modo se alcanza el Capítulo III de la Ley, sobre “Prevención y corrección de la contaminación acústica”.  Si las previsiones del Capítulo II iban destinadas a proporcionar información y criterios de actuación a las Administraciones públicas competentes, en este Capítulo se enuncian ya los instrumentos de los que tales Administraciones pueden servirse para procurar el máximo cumplimiento de los objetivos de calidad acústica.

Las medidas se dividen, con carácter general, en dos grandes bloques: la acción preventiva y la acción correctora.  Dentro de la acción preventiva caben las siguientes facetas:

· La planificación territorial y planeamiento urbanístico, que deben tener en cuenta siempre los objetivos de calidad acústica de cada área acústica a la hora de acometer cualquier clasificación del suelo, aprobación de planeamiento o medidas semejantes.
· La intervención administrativa sobre los emisores acústicos, que ha de producirse de modo que se asegure la adopción de las medidas adecuadas de prevención de la contaminación acústica que puedan generar los mismos y que no se supere ningún valor límite de emisión aplicable.  Es importante destacar que esta intervención no supone en ningún caso la introducción de una nueva figura de autorización administrativa, sino que la evaluación de la repercusión acústica se integra en los procedimientos ya existentes de intervención administrativa, a saber, el otorgamiento de la autorización ambiental integrada, o las actuaciones relativas a la evaluación de impacto ambiental y figuras de evaluación ambiental previstas en la normativa autonómica, o las actuaciones relativas a la licencia municipal regulada por el Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (o normativa autonómica aplicable en esta materia).  También se debe señalar que los cambios en las mejores técnicas disponibles que puedan reducir significativamente los índices de emisión sin imponer costes excesivos pueden dar lugar a revisión de los actos de intervención administrativa previamente acordados sin que de ello se derive indemnización para los afectados.
· El autocontrol de las emisiones acústicas por los propios titulares de emisores acústicos.
· La prohibición, salvo excepciones, de conceder licencias de construcción de edificaciones destinadas a viviendas, usos hospitalarios, educativos o culturales si los índices de inmisión incumplen los objetivos de calidad acústica que sean de aplicación a las correspondientes áreas acústicas.
· La creación de “reservas de sonidos de origen natural”, que podrán ser delimitadas por las Comunidades Autónomas y ser objeto de planes de conservación encaminados a preservar o mejorar sus condiciones acústicas.

La necesidad de acción correctora se hace patente de forma acusada en las Zonas de Protección Acústica Especial y en las Zonas de Situación Acústica Especial.  Las primeras son áreas acústicas en las que se incumplen los objetivos aplicables de calidad acústica, aun observándose por los emisores acústicos los valores límite de emisión.  Una vez declaradas, procede la elaboración de planes zonales para la mejora acústica progresiva del medio ambiente en las mismas hasta alcanzar los objetivos de calidad acústica correspondientes.  No obstante, cuando los planes zonales hubieran fracasado en rectificar la situación, procede la declaración como Zona de Situación Acústica Especial, admitiendo la inviabilidad de que se cumplan en ella tales objetivos a corto plazo, pero previendo medidas correctoras encaminadas a mejorar los niveles de calidad acústica a largo plazo y asegurar su cumplimiento, en todo caso, en el ambiente interior. 

La Ley estipula, asimismo, unos instrumentos intermedios, que pueden ser tanto preventivos como correctores: los “planes de acción” en materia de contaminación acústica, que es, nuevamente, materia regulada en la Directiva sobre Ruido Ambiental.  Los planes de acción deben corresponder, en cuanto a su alcance, a los ámbitos territoriales de los mapas de ruido, y tienen por objeto afrontar globalmente las cuestiones relativas a contaminación acústica, fijar acciones prioritarias para el caso de incumplirse los objetivos de calidad acústica y prevenir el aumento de contaminación acústica en zonas que la padezcan en escasa medida.

VII

En el Capitulo IV de la Ley, “Inspección y régimen sancionador”, la tipificación de infracciones y sanciones se acomete, bajo la preceptiva reserva de ley, sin perjuicio de las competencias que disfrutan tanto las Comunidades Autónomas como los propios Ayuntamientos para establecer infracciones administrativas adicionales.  El catálogo de infracciones en materia de contaminación acústica puede, en algún punto, duplicar la tipificación de una infracción ya prevista en alguna otra norma vigente; sin embargo, por razones de conveniencia y sistemática, se ha optado por no omitir la tipificación en esta Ley de las infracciones que pudieran resultar, de este modo, redundantes, a fin de evitar la dispersión, y eventuales discordancias, en el tratamiento normativo de las mismas.  En aquellos supuestos donde unos mismos hechos fueran subsumibles en las normas sancionadoras previstas en esta Ley y las establecidas en alguna otra norma que pudiera reputarse aplicable, habrán de aplicarse las normas de concurso que, en su caso, estuviesen establecidas en la otra norma o, en su defecto, las normas de concurso generales. 

La atribución de la potestad sancionadora recae, como principio general, preferentemente sobre las autoridades locales, más próximas al fenómeno de contaminación acústica generado.  La Administración General del Estado, en línea con este principio, únicamente ejercerá la potestad sancionadora cuando la aplicación de esta Ley concurra con la de alguna norma sectorial que así lo prevea, debiendo atribuirse la potestad sancionadora, en ese contexto, al órgano que tenga atribuidas competencias sustantivas bajo la norma sectorial de que se trate.  [Añadir cita de normas sectoriales.] 

En cuanto a las labores inspectoras que en este mismo Capítulo se contemplan, interesa especialmente destacar que, modificando el artículo 20.4.j) de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, se prevé una tasa cuyo propósito es repercutir el coste de las inspecciones sobre el titular del correspondiente emisor acústico objeto de inspección.

VIII

Esta Ley se completa con un elenco de disposiciones adicionales y transitorias, así como con las oportunas disposiciones derogatorias.

Además del calendario de aplicación de la Ley, las disposiciones adicionales contienen una serie de medidas que inciden sobre materias regidas por otras normas, tales como son la Ley de Ordenación de la Edificación, el Código Civil y la Ley del Impuesto de Sociedades, así como la habilitación al Gobierno para que por vía reglamentaria establezca ciertos requisitos de información (dirigida al público o a la Comisión Europea) y pueda ampliar el alcance de la Inspección Técnica de Vehículos.  

Las modificaciones que estas disposiciones introducen en la Ley de Ordenación de la Edificación incluyen la previsión de un sistema de certificación acústica de las edificaciones.  Esto se ve complementado por la afirmación expresa de que el incumplimiento de objetivos de calidad acústica en los espacios interiores podrá dar lugar a la obligación del vendedor de responder del saneamiento por vicios ocultos de los inmuebles vendidos.   Ambas medidas han de resultar en una mayor protección del adquirente o del ocupante en cuanto a las características acústicas de los inmuebles, en particular los de uso residencial.

En punto a los incentivos fiscales a las inversiones destinadas a la protección del medio ambiente, se precisa la redacción del artículo 35, apartado 4, de la Ley del Impuesto sobre Sociedades para aclarar explícitamente que los mismos también alcanzan a las inversiones que eviten o reduzcan la contaminación acústica.

Por último, esta Ley tiene la consideración de legislación básica sobre protección del medio ambiente, de conformidad con lo establecido en el artículo 149.1.23 de la Constitución.

MEMORIA JUSTIFICATIVA DEL ANTEPROYECTO DE LEY DEL RUIDO
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